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ADICIÓN DE VOTO 

Rdo. 0016000253-2007-82700, 

0016000253-2008-83269, 0016000253-2007-82699, 

 0016000253-2008-83275, 0016000253-2006-80864, 

 0016000253-2008-83275 y 0016000253-2008-83285 

Acusados: Edilberto de Jesús Cañas Chavarriaga, 

Néstor Eduardo Cardona Cardona, Juan Fernando Chica Atehortúa, 

Édgar Alexander Erazo Guzmán, Mauro Alexander Mejía Ocampo, 

 Juan Mauricio Ospina Bolívar y Wander Ley Viasus Torres 

Delitos: Concierto para delinquir y otros 

Los postulados están privados de su libertad desde hace varios años. A 

algunos de ellos el Magistrado de Control de Garantías les sustituyó la medida 

de aseguramiento de detención preventiva por una no privativa de la libertad y 

ya gozan de ésta. Pero otros, como Edgar Alexander Erazo Guzmán, Edilberto 

de Jesús Cañas Chavarriaga y Juan Mauricio Ospina Bolívar, según la 

información de que dispone la Sala, continúan detenidos y con una medida de 

aseguramiento vigente. El primero de ellos fue postulado el 8 de mayo de 

2.006 y los dos últimos el 6 de marzo de 2.008. Eso quiere decir que llevan 

privados de la libertad por razón del proceso de justicia y paz -período que se 

cuenta desde la postulación como lo ha definido la Corte Suprema de Justicia- 

un tiempo superior a la pena alternativa que se les impone en esta sentencia y 

mucho tiempo más privados efectivamente de su libertad. 
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Ante esa inocultable evidencia, he propuesto concederles la libertad por pena 

cumplida a los postulados que se encuentran en esa situación, de oficio y de 

manera provisional, del mismo modo que se hace en el proceso ordinario, 

tanto con fundamento en el artículo 317 numeral 1 de la ley 906 de 2004,  

modificado por el artículo 61 de la ley 1453 de 2011, como en el artículo 365 

numeral 2 de la ley 600 de 2000, aplicando dichas normas por remisión, de 

conformidad con los artículos 62 de la ley 975 de 2005 y 6 del Decreto 3011 

de 2013 y creo que la Sala tiene plena competencia para hacerlo. 

 

Los valores y principios que inspiran el Estado Social de Derecho, los pactos e 

instrumentos internacionales sobre derechos humanos suscritos por Colombia 

y la jurisprudencia internacional proclaman el principio de la libertad personal 

y el deber de respetarla y garantizarla. De allí surge el deber de repararla y 

restablecerla cuando fuere violada, con arreglo a los artículos 2.1 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 1.1 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos. 

 

La jurisprudencia constitucional no sólo ha hecho énfasis en la libertad como 

un derecho fundamental de todas las personas, sin excepción, sino en la 

necesidad de que su restricción esté sometida a criterios razonables y límites 

precisos previstos en la ley y sujetos al control de un juez. Así, en la sentencia 

C-390 de 2.014, la Corte Constitucional estableció que estaban prohibidas las 

penas y medidas cautelares de carácter indefinido, pues no eran razonables. 

 

Por supuesto, una medida de aseguramiento igual al máximo de la pena 

tampoco es razonable porque se convierte en una pena anticipada. Si eso es 

así, más irrazonable es una medida cautelar que restringe la libertad personal 

más allá de la pena fijada en la sentencia, así se trate de una pena alternativa, 
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porque al concederse éste se convierte en una garantía para el procesado. En 

ese sentido, dijo la Corte Constitucional,  

 

“[E]l principio de seguridad pública no puede interpretarse con 
desconocimiento del principio de efectividad de los derechos y 
garantías fundamentales, ni el sindicado o procesado ha de soportar 
indefinidamente la ineficacia e ineficiencia del Estado. . . 
 
“En este sentido, el legislador encuentra una limitación constitucional 
de sus atribuciones (CP arts. 29 y 93) en asuntos punitivos y de 
política criminal debiendo estar justificadas racionalmente las 
demoras o dilaciones temporales de la investigación y juzgamiento de 
las personas detenidas preventivamente. La mera elección de un plazo 
-igual al máximo de la pena- no justifica ni hace razonable la 
restricción indefinida de la libertad por el hecho de que el legislador 
así lo establezca en ejercicio de sus funciones. 
 
“Los artículos 29 de la Constitución y 9º del Pacto Internacional de 
Derechos Políticos y Civiles impiden que, con base en simples indicios, 
se persista en la prolongación de la detención luego de un cierto lapso 
que de ninguna manera puede coincidir con el término de la pena ya 
que siendo ello así se desvirtuaría la finalidad eminentemente cautelar 
de la detención preventiva que terminaría convertida en un anticipado 
cumplimiento de la pena. . .” (Subrayas fuera del texto)1. 
 
 

Eso confirma que la medida cautelar de detención preventiva no puede igualar 

a la pena impuesta en la sentencia y mucho menos superarla, cualquiera que 

ésta sea y cualquiera sea la justificación para hacerlo, con mayor razón si la 

medida cautelar que restringe la libertad de una persona no puede confundirse 

con la sentencia, ni la detención preventiva puede confundirse con la pena, 

como lo ha precisado la Corte Constitucional2 y aquella no puede ir más allá 

de ésta. Cualquier norma que consagre una regla de esa naturaleza o de la cual 

se desprenda esa consecuencia es contraria al Bloque de Constitucionalidad.  

                                                 
1 Corte Constitucional, Sentencia C-301 de 1.993. Ponente: H. Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz. 

2 Corte Constitucional, Sentencia C -327 de 1.997. Ponente H. Magistrado Fabio Morón Díaz. Véase también: 

Sentencias C-771 de 2.001 y C-456 de 2.006. 



  

4 

Más aun, mantener la privación de la libertad de los postulados en este 

proceso,  a pesar de haber superado el tiempo fijado como pena alternativa, es 

correr el riesgo de prolongar ilícitamente su detención. En efecto, como ha 

dicho la Corte Constitucional 

 

“En cuanto a la prolongación ilegal de la privación de la libertad 
también pueden considerarse diversas hipótesis, como aquella en la 
cual se detiene en flagrancia a una persona (C.Po. art. 32) y no se le 
pone a disposición de la autoridad judicial competente dentro de las 
36 horas siguientes. . . Otra hipótesis puede ser aquella en la cual, las 
detenciones legales pueden volverse ilegales, como cuando la propia 
autoridad judicial prolonga la detención por un lapso superior al 
permitido por la Constitución y la ley, u omite resolver dentro de los 
términos legales la solicitud de libertad provisional presentada por 
quien tiene derecho”3. 
 
 

La Corte Suprema de Justicia fue más clara aún al señalar que   

 

“Por lo enseñado no es de recibo que en un trámite de hábeas corpus 
se esgrima lisa y llanamente que la acción constitucional es 
improcedente porque la persona se encuentra privada de la libertad 
por cuenta de una actuación procesal o que dentro del proceso existen 
recursos para debatir la situación tildada de lesiva del derecho a la 
libertad personal. Es necesario que los jueces examinen a profundidad 
el caso concreto para determinar si se presenta una vía de hecho, la 
que eventualmente puede surgir, por ejemplo. . . cuando objetivamente 
se puede constatar que la pena impuesta ya fue cumplida por el 
condenado”.4 
 
 

En suma, no es razonable y no se ajusta a la Constitución, ni a los pactos e 

instrumentos internacionales de Derechos Humanos mantener indefinidamente 

la privación de la libertad de quien, al momento de proferir la sentencia, ya 

cumplió la pena impuesta y que efectivamente debe descontar conforme a 

                                                 
3 Corte Constitucional Sentencia C-187 de 2.006. 

4 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Auto del 30 de junio de 2.009, radicado 32115. 
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ésta, así sea una pena alternativa, hasta que se resuelvan los recursos y quede 

ejecutoriada o hasta que se cumpla un plazo mucho mayor para sustituir la 

medida de aseguramiento. 

 

No sólo contraría esos instrumentos, sino también el principio de buena fe 

consagrado en la Constitución, del cual se desprende el principio de confianza 

legítima, que ha desarrollado la jurisprudencia constitucional. Los acuerdos 

celebrados con el  Gobierno Nacional y la Ley 975 de 2.005, modificada por 

la ley 1592 de 2.012, le hacían la promesa a los postulados a la ley de justicia 

y paz que cumplieran sus requisitos y condiciones que la pena no superaría los 

8 años. Esa promesa generó en ellos la confianza legítima de que el Estado 

obraría conforme a esa regla y respetaría esos límites y tienen derecho a que se 

respeten y garanticen en aplicación del principio de confianza legítima. Así 

como esta Sala les ha exigido el cumplimiento de los acuerdos y los requisitos 

de elegibilidad previstos en la ley, que incluyen el deber de desmovilizar y 

desarmar sus estructuras y cesar toda actividad ilícita, les ha exigido hacerlo 

de buena fe y ha tomado las decisiones del caso cuando observa que no es así, 

también debe respetar y garantizar que el Estado cumpla la ley de buena fe y 

con apego al principio de confianza legítima. 

 

El hecho de que los postulados estén sometidos a un proceso especial de 

justicia transicional no los priva de la protección de la Constitución y los 

pactos e instrumentos internacionales de Derechos Humanos. Aún quienes 

cometen los peores crímenes, tienen derecho a esa protección porque es  una 

condición de la legitimidad del sistema y una garantía de la promesa que hace 

el Estado Constitucional de que todos los ciudadanos están protegidos por los 

principios y reglas consagrados en tales instrumentos y sus derechos serán 

respetados y garantizados frente al poder, y aún ante el abuso de éste. 
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El juez es el garante de que así sea y que dichos derechos y obligaciones de 

los ciudadanos se respeten y garanticen. Como dijo la Corte Constitucional en 

la Sentencia C-456 de 2.006  

“Para realizar en una sociedad cualquiera el concepto de libertad, se 
hace indispensable, según el autor de El espíritu de la leyes, ‘un 
sistema de gobierno dentro del cual sea imposible el abuso del poder. 
El Estado, pues, al expedir el régimen jurídico de la sociedad, debe 
garantizar la libertad del individuo, que se rige por sus derechos y se 
limita por sus obligaciones’”5. . . 

“Desde luego, en algunas ocasiones el interés superior de la sociedad 
exige la privación o restricción de la libertad personal. Pero esa 
privación o restricción de la libertad, en los Estados democráticos 
debe ser excepcional y no puede ser arbitraria. . .  

“Ha de concluirse sobre este punto que la intervención judicial se 
convierte entonces en importante garantía de la libertad, pues en 
último será el juez el llamado a velar por el cumplimiento y efectividad 
de los mandatos constitucionales y legales en cada caso en particular. 
La libertad encuentra así solo en la ley su posible  límite y en el juez su 
legítimo  garante en función de la autonomía e independencia que la 
Constitución reconoce a sus decisiones precisamente porque es al juez 
a quien le está encomendada la tarea de ordenar restringir el derecho 
a la libertad en los precisos términos señalados en  la ley, de la misma 
manera que es a él a quien corresponde controlar las condiciones en 
las que esa privación de la libertad se efectúa y mantiene”. 

Así lo expresé también de manera más extensa en el caso de los postulados del 

Bloque Córdoba y a esa adición me remito para complementar esta. 

RUBÉN DARÍO PINILLA COGOLLO 

Magistrado 

Fecha ut supra 

5 Constaín Alfredo, Elementos de Derecho Constitucional, Tercera Edición, Editorial Temis, Bogotá, 1959. 


	



